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    PRÓLOGO




    Cuando una persona decide prepararse unas oposiciones, la simple idea de tener que estudiar la Constitución suele desanimarle bastante. Lo cierto es que no tiene razones para ello.




    Si lo que pretende es memorizar el texto completo desde que comienza a leerlo por primera vez, no es que tenga razones para desmoralizarse, sino que mejor es que deje de estudiar inmediatamente porque tal hazaña está al alcance de muy pocas personas.




    Para poder aprender algo hay que comprenderlo primero, así que eso vamos a hacer en las próximas páginas: entender lo que nos dice la Constitución con un lenguaje claro y ejemplos cercanos, sin perder el rigor técnico que la materia necesita. Cuando esté comprendida, habrá que repasarla y prestar atención a los matices que se pasan por alto en la primera lectura del texto: así es como aprenderemos la Constitución.




    Por supuesto, habrá que hacer muchos test para ir puliendo detalles y prepararnos para las preguntas y sus trampas. Prestemos especial atención a los consejos y recomendaciones prácticas que se darán a lo largo de esta obra para estar bien preparados.




    Y aunque no se pretenda opositar, la Constitución debería ser una materia escolar, para que todos los ciudadanos entiendan un poco mejor “las reglas del juego” del Estado en que vive. Con las siguientes páginas trato de aproximarla a personas sin previos conocimientos en Derecho.




    Francisco José Lavale Ortiz


  




  

    1 ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE NUESTRA CONSTITUCIÓN




    Nuestra Constitución (CE) está basada en otros textos, principalmente nacidos tras la Segunda Guerra Mundial. En este sentido, destacamos:




    • La Constitución española de 9 de diciembre de 1931.




    • La Constitución italiana de 1947.




    • La Ley Fundamental de Bonn de 1949 (Constitución de la República Federal Alemana).




    • La Constitución francesa de 1958.




    • La Constitución portuguesa de 1976.




    • Y sigue la línea trazada por numerosos textos internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos o el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.




    Además, y como antecedentes inmediatos a nuestra Constitución de 1978, debemos destacar varios textos, donde podemos apreciar el llamado “efecto péndulo” que históricamente se ha producido en ellos respecto a su orientación política, ya que a una Constitución liberal seguía una conservadora, y viceversa:




    • Constitución de Cádiz de 1812 (“la Pepa”): liberal.




    • Estatuto real de 1834: conservador.




    • Constitución de 1837: liberal.




    • Constitución de 1945: conservadora.




    • Constitución de 1869: liberal.




    • Constitución de 1876: conservadora.




    • Constitución de 1931: liberal.




    Durante el régimen franquista no podemos hablar, en realidad, de una Constitución, sino de una serie de normas estatales que establecían la ordenación básica del Estado, llamadas “Leyes Fundamentales”.




    Tras la muerte de Francisco Franco Bahamonde (Franco) se inició en nuestro país un proceso de democratización que culminó con la entrada en vigor de la actual Constitución en 1978. Ese pasado ha condicionado algunos de sus artículos, haciendo que algunas ideas sean repetidas y destacadas en el texto, como veremos al analizarlo.




    Para entender bien nuestro texto constitucional se hace preciso un pequeño repaso histórico al proceso de su elaboración.




    Franco estableció el 22 de julio de 1969 que su sucesor sería Juan Carlos de Borbón y no su padre, Juan de Borbón1. Franco falleció el 20 de noviembre de 1975.




    Juan Carlos de Borbón es proclamado Rey ante las Cortes el 22 de noviembre de 1975 con el nombre de Juan Carlos I. Desde ese momento y hasta la entrada en vigor de nuestra Constitución, todos los poderes del Estado estuvieron en manos del Rey, como sucesor de Franco que era. Fue una nueva monarquía absoluta.




    El primer Presidente del Gobierno tras la muerte de Franco fue Carlos Arias Navarro, que ya presidía el Gobierno durante el mandato de Franco, y fue confirmado en el cargo por el Rey. Carlos Arias Navarro dimitió como Presidente del Gobierno el 1 de julio de 1976.




    Adolfo Suarez recibió el encargo por parte de Juan Carlos I de ser Presidente del Gobierno con la finalidad de realizar el cambio de régimen de las estructuras políticas franquistas a la democracia. Asumió el cargo el 3 de julio de 1976.




    Las Leyes Fundamentales del anterior régimen no eran adecuadas para un régimen democrático y constitucional, acorde al mantenido en los países de nuestro entorno. La Ley para la Reforma Política (Ley 1/1977, de 4 de enero) vino a modificar el marco jurídico y la novedad más destacable fue la apertura política, que posibilitó la creación de partidos políticos plurales y de todo corte, en oposición al sistema de partido único vigente en la dictadura. El 15 de diciembre de 1976 se sometió a referéndum la Ley para la Reforma Política, que el pueblo español aprobó. Fue la última de las leyes franquistas en ser aprobada y sirvió para convertir nuestro país en una democracia.




    Las elecciones generales del 15 de junio de 1977, las primeras tras la muerte de Franco, no fueron convocadas para elegir unas Cortes Generales con la finalidad de redactar una Constitución pero, aún así, las Cortes Generales que surgieron de las urnas elegidas democráticamente y conforme a un sistema político plural, sí que sirvieron para esa misión de elaboración de la Constitución. Resultó ganador Unión de Centro Democrático (UCD), partido de Adolfo Suárez, que se convirtió en el primer Presidente elegido por votación (siempre indirecta2) de los españoles del siglo XX. Comenzó el proceso de redacción de nuestra Constitución con la formación en el Congreso de los Diputados de una Comisión de Asuntos Constitucionales, que designó una Ponencia Constitucional, encargada de redactar el Proyecto de Constitución.




    Esa ponencia estuvo formada por siete personas, representantes de las Cortes electas, que actualmente conocemos con el título honorífico y popular de “los padres de la Constitución”: Gabriel Cisneros Laborda (UCD), Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón (UCD), José Pedro Pérez-Llorca Rodrigo (UCD), Manuel Fraga Iribarne (AP), Gregorio Peces-Barba Martínez (PSOE), Miquel Roca i Junyent (CiU) y Jordi Solé Tura (PCE).




    No obstante, hay muchos otros nombres ilustres de aquella época, protagonistas de importantes momentos, como Alfonso Guerra (PSOE), Landelino Lavilla (UCD), Santiago Carrillo (PCE) o Fernando Abril Martorell (UDC), pero no formaron parte de la Ponencia Constitucional.




    Los debates parlamentarios y las negociaciones extraparlamentarias hasta la madrugada (e incluso en los bares, como han reconocido en entrevistas los políticos de la época) son un claro ejemplo del intenso deseo de consenso que imperaba en el momento. Y fruto de ese consenso es también la poca claridad de algunos puntos de la Constitución, que quedan bastante ambiguos, como veremos. El trabajo de esta Comisión se produjo entre los meses de agosto a diciembre de 1977.




    El proyecto que “los padres de la Constitución” elaboraron, tras pasar por las enmiendas de los grupos parlamentarios, fue presentado al Congreso y al Senado para su tramitación por separado y el texto fue aprobado el martes 31 de octubre de 1978. Se convocó un referéndum y el miércoles 6 de diciembre de 1978 el pueblo español aprobó el texto: por eso celebramos esa fecha como Día de la Constitución. Los datos de aquella votación fueron los siguientes:




    • El 32,89% de la población con derecho a voto se abstuvo y no acudió a las urnas, por lo que los votos emitidos en total fueron sólo el 67,11% del censo electoral. La baja participación es una de las grandes críticas que se le hacen a nuestra Constitución.




    • Un 2,40% del total de los ciudadanos llamados a las urnas corresponde a votos en blanco o votos nulos.




    • El voto en contra supuso el 5,29% del total del censo electoral.




    • El 59,42% del censo electoral fue favorable al texto constitucional (supuso el 88,54% de los votos emitidos); pese a la elevada abstención, el respaldo de la mayoría de la población española es muy claro.




    La Constitución fue promulgada y sancionada por el Rey el miércoles 27 de diciembre de 1978. Fue publicada en el Boletín Oficial del Estado y entró en vigor el viernes 29 de diciembre de 19783, conforme establece su Disposición Final.




    Las siguientes elecciones, las primeras con la Constitución, fueron el 3 de marzo de 1979. También ganó UCD y Adolfo Suárez volvió a ser Presidente del Gobierno hasta que dimitió el 29 de enero de 1981.




    

      

        1 Juan de Borbón, padre de Juan Carlos I, fue hijo del rey Alfonso XIII, que se exilió de España tras la proclamación de la II República el 14 de abril de 1931, con el auge en las elecciones municipales (que no generales) de los partidos republicanos. Por lógica, debería haber sido él Rey de España, pero las malas relaciones que tenía con Franco lo hicieron imposible.


      




      

        2 Veremos más adelante que los españoles no elegimos a nuestro Presidente del Gobierno. Votamos a las Cortes Generales y el Congreso de los Diputados elige al Presidente.


      




      

        3 Se “saltó” el día del jueves 28 diciembre para evitar bromas y burlas a la Constitución. Recordemos que seguimos llamando a la Constitución de las Cortes de Cádiz de 1812 “la Pepa” debido a que fue promulgada el 19 marzo, festividad de San José.


      


    


  




  

    2 CARACTERÍSTICAS DE LA CONSTITUCIÓN




    Nuestra Constitución tiene ciertas características que debemos conocer:




    • Escrita: consta en un texto codificado, es decir, no es un conjunto de valores transmitidos por la costumbre de forma oral.




    • Extensa: es bastante extensa si la comparamos con Constituciones de otros países occidentales, mucho más breves. Es la segunda más larga de nuestra historia, tras la de Cádiz de 1812 (“la Pepa”).




    • Rígida: su propia extensión hace que resulte complicado modificarla en profundidad sin alterar el modelo de Estado. Además, cuenta con un sistema de reforma establecido en ella misma bastante complejo. Sin embargo, y paradójicamente, el propio sistema de reforma no es muy difícil de modificar.




    • Popular: nuestra Constitución fue elaborada por un parlamento democráticamente elegido, tras un proceso de negociaciones y pactos en que se trataba de dar cabida a todas las opciones políticas, y posteriormente ratificada por el pueblo español en referéndum.




    • Consensuada: fue fruto de un proceso de negociaciones y debates entre las diferentes fuerzas políticas parlamentarias del momento, lo que la hizo necesariamente ambigua e indefinida en muchos puntos para dar cabida a gobiernos de diferente orientación sin que fuera necesaria su reforma.




    • Poco original: copia bastantes ideas de textos anteriores en los que está basada.




    • Inacabada: su constante remisión tanto a leyes orgánicas como a leyes ordinarias hace que el régimen jurídico de muchas figuras importantes no esté concretado en la propia Constitución, que precisa de esas otras normas para completarse.




    • Establece como sistema político del Estado la Monarquía Parlamentaria.




    • El modelo regional por el que se decanta nuestro texto constitucional es el de un Estado único, descentralizado en autonomías que gozan en un amplio campo para el autogobierno, y en que el está expresamente prohibido el modelo federal, tan habitual en otras democracias.




    Su propia necesidad de resultar abierta e indefinida la hace complicada de interpretar y aplicar, lo que hizo preciso crear un órgano especializado para su interpretación: el Tribunal Constitucional.


  




  

    3 ESTRUCTURA DE LA CONSTITUCIÓN.




    La Constitución consta de un preámbulo, una parte dogmática y una parte orgánica.




    • El Preámbulo.




    • Ciento sesenta y nueve artículos, repartidos en once títulos (Título Preliminar y otros diez Títulos más).




    • Cuatro Disposiciones Adicionales.




    • Nueve Disposiciones Transitorias.




    • Una Disposición Derogatoria.




    • Una Disposición Final.




    El Preámbulo es obra íntegramente de Enrique Tierno Galván y muestra un carácter utópico, un conjunto de ideas y aspiraciones democráticas que no son exigibles ante los tribunales ni ante las administraciones públicas, sino que se trata de una mera declaración de intenciones.




    Numerosas preguntas de test se refieren a cuántas partes tiene la Constitución. La respuesta es dos: parte dogmática y parte orgánica. A estos efectos, se considera que el preámbulo es una introducción, no una parte de la propia Constitución.




    La parte Dogmática abarca el Título Preliminar y el Título Primero y recoge los principios más básicos y esenciales que van a regir en nuestro Estado.




    La parte Orgánica engloba el resto de la Constitución y se llama así porque en ella se regulan los órganos básicos del Estado y las normas por las que habrán de regirse.




    Hasta la fecha (abril de 2015) sólo ha tenido dos reformas. La primera fue en 1992, debido a que era necesario para poder firmar el Tratado de Maastrich, y consistió en añadir las palabras “y pasivo” en el art. 13.2. La segunda fue en 2011 y supuso la sustitución íntegra del art. 135. Ambas se realizaron por el procedimiento de reforma ordinaria establecido en el art. 167 y sin que se realizara referéndum a la población española.




    Muchas voces hablan de la necesidad de reforma, pero su supervivencia durante más de 30 años muestra la versatilidad y vigencia del texto consensuado en 1978.




    Es importante conocer la estructura de la CE, que es la siguiente:




    • Título preliminar (artículos 1 a 9).




    • Título I, «De los Derechos y Deberes Fundamentales» (artículos 10 a 55).




    • Capítulo I, «De los españoles y los extranjeros» (artículos 11 a 13).




    • Capítulo II, «Derechos y libertades» (artículos 14 a 38).




    • Sección I «De los Derechos Fundamentales y de las Libertades Públicas» (artículos 154 a 29).




    • Sección II «De los Derechos y Deberes de los ciudadanos» (artículos 30 a 38).




    • Capítulo III, «Principios Rectores de la política social y económica» (artículos 39 a 52).




    • Capítulo IV, «Garantías de las Libertades y Derechos Fundamentales» (artículos 53 y 54).




    • Capítulo V, «De la suspensión de los Derechos y Libertades» (artículo 55).




    • Título II, «De la Corona» (artículos 56 a 65).




    • Título III, «De las Cortes Generales» (artículos 66 a 96.)




    • Capítulo I, «De las Cámaras» (artículos 66 a 80).




    • Capítulo II, «De la elaboración de las leyes» (artículos 81 a 92).




    • Capítulo III, «De los Tratados Internacionales» (artículos 93 a 96).




    • Título IV, «Del Gobierno y de la Administración» (artículos 97 a 107).




    • Título V, «De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales» (artículos 108 a 116).




    • Título VI, «Del poder judicial» (artículos 117 a 127).




    • Título VII, «Economía y Hacienda» (artículos 128 a 136).




    • Título VIII, «De la organización territorial del Estado» (artículos 137 a 158).




    • Capítulo I, «Principios generales» (artículos 137 a 139).




    • Capítulo II, «De la Administración Local» (artículos 140 a 142).




    • Capítulo III, «De las Comunidades Autónomas» (artículos 143 a 158).




    • Título IX, «Del Tribunal Constitucional» (artículos 159 a 165).




    • Título X, «De la reforma constitucional» (artículos 166 a 169).




    

      

        4 El artículo 14 no está dentro de la Sección I del Capítulo II, sino que está antes de que comience dicha Sección.


      


    


  




  

    4 EXPLICACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN




    Ahora comenzaremos a analizar cada artículo y cada apartado del texto constitucional, desgranando los matices importantes, de esta forma, y como paso previo para poder aprenderlo, seremos capaces de comprenderlo y de responder correctamente las preguntas de test a las que nos enfrentaremos.




    El lector encontrará referencias a la realidad y la actualidad que servirán para ver la aplicación de los artículos de la Constitución. Esperamos que sean de ayuda.




    Don Juan Carlos I, Rey de España.




    A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley:




    Que las Cortes han aprobado y el Pueblo Español ratificado la siguiente Constitución:




    PREÁMBULO




    La Nación Española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de:




    • Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las Leyes conforme a un orden económico y social justo.




    • Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la Ley como expresión de la voluntad popular.




    • Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.




    • Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de vida.




    • Establecer una sociedad democrática avanzada, y




    • Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra.




    En consecuencia, las Cortes aprueban y el pueblo español ratifica la siguiente CONSTITUCIÓN.




    Recordemos que el Preámbulo no tiene carácter obligatorio ni sirve para ser exigido ni reclamado ante los tribunales; es una declaración de intenciones, una introducción a lo que a continuación veremos.




    TÍTULO PRELIMINAR




    Artículo 1




    1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.




    Estado Social: que protege a los ciudadanos y garantiza y fundamenta los derechos sociales (ej.: sanidad, educación…).




    Estado Democrático: la democracia que tenemos en nuestro Estado es representativa, de forma que, si bien el poder está en el pueblo, éste, por sufragio universal, elige a sus representantes, que serán los que hagan las leyes y decidan las políticas.




    Estado de Derecho: el Derecho es el conjunto de las reglas que aplicamos para regir la vida en sociedad. Todas las facetas de nuestras vidas están reguladas por el Derecho, desde la inscripción del nacimiento de una persona en el Registro Civil, hasta la inscripción de su muerte en el mismo Registro, toda su vida sucederá bajo las reglas del Derecho.




    Valores superiores del ordenamiento jurídico: se trata de conceptos que vienen, a la vez, a servir de fundamento de nuestra convivencia social y como ideales a los que trataremos de llegar; estos valores son:




    • Libertad: gozamos un amplio catálogo de libertades y derechos, pero recordemos siempre que no son ilimitados, sino que, al vivir en sociedad, nuestros derechos y libertades pueden llegar a entrar en conflicto con los de otras personas. Y nuestra libertad termina donde empieza la del otro. Ni siquiera la vida es un derecho ilimitado, ya que pueden llegar a darse casos de colisión entre el derecho a la vida de una persona y la vida de otra: son extremos, pero pueden llegar a darse.




    • Justicia: implica el expreso reconocimiento de que hay un sistema a través del cual se garantizan la eficacia y aplicación de esas normas de convivencia social.




    • Igualdad: supone que se evitarán discriminaciones y desigualdades.




    • Pluralismo político: en recuerdo de su propio pasado, y para que no vuelva a suceder, la Constitución nombra este principio varias veces, para que no se vuelva a llegar a una situación en que sólo exista una opción política, y siempre se garantice la existencia y reconocimiento de diferentes opciones ideológicas.




    2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.




    Soberanía nacional: en los tiempos de la Revolución Francesa se consagró este básico principio de la democracia, según el cual el poder de un Estado reside en la comunidad que forman sus propios ciudadanos, abandonando viejas ideas según las cuales el poder de decidir correspondía en exclusiva a reyes, gobernantes absolutos y otros dictadores.




    Pueblo español: esta expresión se refiere a todos los ciudadanos españoles, sin más distinciones.




    Poderes del Estado: fue Montesquieu (Charles Louis de Secondat, barón de Montesquieu), un político francés de la Ilustración, quien creó la teoría de la división de poderes, que es seguida en la práctica totalidad de las democracias modernas, y que viene a garantizar el equilibrio entre los poderes y previene la acumulación de potestades en las mismas manos, lo que históricamente ha supuesto desigualdades. Esta teoría5 asume que tres son los poderes básicos del Estado:




    • Legislativo: implica la capacidad de elaborar las leyes que se aplicarán. En España tienen esta capacidad tanto las Cortes Generales como las Asambleas Legislativas de las CCAA.




    • Ejecutivo: asume la facultad de dirigir la Administración y se ocupa de trazar las líneas maestras de las políticas que se deben aplicar en el país. En España, corresponde este poder al Gobierno y, en las autonomías, a sus respectivos gobiernos autonómicos.




    • Judicial: este tercer poder asume la función de hacer cumplir las leyes en la sociedad, incluso vigilando la actuación de la Administración y el Ejecutivo, actuando como “árbitro” entre los otros dos poderes. En España, corresponde en exclusiva a los jueces y magistrados integrantes del Poder Judicial.




    3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.




    Significa que hay un rey que reina, pero no gobierna, ya que esa tarea corresponde al Gobierno bajo el control de las Cortes Generales. Analizaremos las competencias y el papel del rey algo más adelante.




    Artículo 2




    La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.




    La unidad de España se repite dos veces en el mismo artículo (“indisoluble unidad” y “patria común e indivisible”), con lo que parece que queda bastante claro e indiscutible. Sin embargo, la necesidad de consenso al redactar la Constitución hizo que fuera necesario ceder a las exigencias de los partidos nacionalistas, por lo que nombra con el mismo concepto a todo el Estado (“Nación”) y a sus partes (“nacionalidades”) dejándolos en un aparente plano de igualdad conceptual que ha venido siendo utilizado por ciertos partidos en sus pretensiones soberanistas.




    Esta unidad no impide en ningún momento el reconocimiento a la existencia de regiones en España, así como a ciertas facultades para regirse por sí mismas: la autonomía. Y siempre dentro de la necesaria solidaridad entre estos territorios, puesto que todos ellos forman parte de la misma unidad. Veremos que hay diferentes cauces legales para garantizar la existencia de esta mutua ayuda.




    Artículo 3




    1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla.




    El debate acerca del nombre de la lengua es filológico, no jurídico. Así, se conoce como “español” a ese idioma que tenemos en común los ciudadanos españoles con los de muchos países iberoamericanos. Dado que existen diferencias entre la manera de hablar que hay en España y la que hay, por ejemplo, en México o Bolivia, llamamos “castellano” a la forma de hablar ese idioma común que utilizamos en España.




    El reconocimiento legal al derecho a usar el castellano se encuentra también en entredicho actualmente en ciertos territorios de nuestro país, debido a normativas autonómicas de corte nacionalista.




    2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.




    Se refiere a lenguas como el gallego, el catalán o el vasco. Nuestra Constitución no dice si serán o no oficiales6 en sus respectivos territorios autonómicos, sino que deja esa decisión a los Estatutos de Autonomía correspondientes, que no podrán eliminar la oficialidad del castellano, pero sí que podrían establecer que la lengua autóctona fuera también oficial.




    3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección.




    A nadie se le escapa que no se habla igual en Valladolid, Murcia, Albacete o Cádiz. Y todo ello forma parte de nuestra riqueza cultural. Incluso se protegen formas de comunicación tan “pintorescas” como el silbo gomero, que tuvo su origen en los silbidos que utilizaban los pastores de la isla de La Gomera, en Canarias.




    Artículo 4




    1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.




    Un detalle que lleva a confusión es el nombre del tono de amarillo de nuestra bandera, que es gualda. Ni la Constitución ni la Ley 39/1981, de Banderas usan esa denominación, con lo que la respuesta correcta sobre el color de la bandera es “amarillo”.




    2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.




    “Junto a”, no en “en lugar de”, con lo que la bandera española deberá estar en todo acto y lugar oficial, en posición preferente y acompañada por las demás banderas que legalmente proceda.




    Artículo 5




    La capital del Estado es la Villa de Madrid.




    Madrid, aun siendo la capital del Estado y la mayor ciudad del país, no tiene oficialmente la consideración de “ciudad”, sino que mantiene, por razones históricas, la de “Villa” al haber sido la “Villa y Corte”: la residencia oficial del monarca.




    Artículo 6




    Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la Ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.




    Nuestra democracia plural (recordemos que la pluralidad política es uno de los puntos en que la Constitución tiene un “trauma infantil” por su inmediato pasado anterior) parte de la representatividad de la voluntad popular, que se canaliza en las diferentes opciones ideológicas y políticas manifestadas en los partidos políticos. Pueden existir cuantos partidos políticos se quiera crear y deberá hacerse dentro de las reglas establecidas en la CE y en las leyes.




    En la práctica vemos que el funcionamiento interno real de los partidos políticos dista mucho de ser democrático, sino que está en manos del líder de turno y de cosas como “los barones del partido” o “el aparato del partido”. Asimismo, la misma elección del candidato es un asunto en el que poco interviene la democracia, pues se llega a los congresos nacionales de los diferentes partidos con los votos de los electores absolutamente comprometidos y sin posibilidad de cambiarlos una vez conocidos los diferentes candidatos7.




    Artículo 7




    Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la Ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.




    Este artículo viene a ser una repetición del anterior, sólo que referido a sindicatos y asociaciones empresariales. En la realidad actual, y gracias a las leyes existentes según las cuales tanto unos como otras reciben millones de euros anuales en subvenciones, se pone en entredicho el cumplimiento real de sus fines sociales, ya que perciben esas cantidades independientemente de si los cumplen o no.




    En casi toda Europa no perciben cantidad alguna de fondos públicos, sino que se nutren por completo de las cuotas de quienes, voluntariamente, se han afiliado; en esos casos, si no cumplen con su papel, se arriesgan a perder su fuente de ingresos, mientras que en España no tienen ese riesgo.




    Artículo 8




    1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional.




    Los tres ejércitos (Tierra, Mar y Aire) componen nuestras Fuerzas Armadas. El concepto de “territorio español” nos lleva a hablar de:




    • Tierra: la superficie terrestre comprendida dentro de nuestras fronteras, incluyendo el subsuelo. Incluye también ríos, lagos y todas las aguas interiores.




    • Mar: desde la línea de bajamar en las costas (el punto más bajo de tierra visible cuando la marea ha bajado), aguas adentro hasta las 12 millas náuticas8. Para supuesto de estrechos y acercamientos de costa, como el Estrecho de Gibraltar, hay normas internacionales que regulan cómo deben repartirse las aguas entre los países en tales casos, de forma que el reparto sea equitativo. Volveremos sobre este punto en el art. 132.




    • Aire: todo el aire que está tanto sobre el espacio terrestre como el marítimo, midiendo desde la superficie (terrestre o marítima); aunque no hay acuerdos internacionales claros respecto hasta dónde llega en altura9, sí que abarcaría toda la troposfera y parte de la estratosfera. Lo que sí está claro es que mientras puedan volar aviones será espacio aéreo del país. Hay múltiples tratados internacionales que establecen que el “espacio ultraterrestre”, que comprende todo el situado más allá de nuestro planeta, no puede ser objeto de apropiación10.




    • Buques y aeronaves: debemos distinguir aquí dos supuestos:




    • Militares: los buques y aeronaves militares siempre serán considerados territorio español, estén donde estén.




    • No militares: ya sean de particulares, mercantes, de pasajeros o de otro tipo, serán considerados territorio español mientras no estén en el territorio de otro país (suelo, espacio aéreo o aguas territoriales); en tal caso, se considerarán territorio de ese país. En el resto de casos, serán regidos por las leyes españolas11.




    • Diplomático: internacionalmente se considera que el terreno donde está la embajada de un país no es territorio soberano del país en el que se encuentra, sino territorio soberano del país al que representan esas embajadas. Por otra parte, los consulados no entran en esta consideración, ya que son simples oficinas administrativas de apoyo a las embajadas, con lo que siempre son territorio soberano del país en el que están, no del que representan.




    2. Una Ley Orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente Constitución.




    Artículo 9




    1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.




    Entendemos por “ordenamiento jurídico” a la totalidad de las normas que hay en un Estado en un momento determinado, y que obliga tanto a los ciudadanos como a las instituciones.




    2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.




    3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.




    No hay ningún otro artículo de la CE que guarde más contenido en menos texto. Por eso va a tener una explicación muy extensa. Se trata de un artículo muy importante y que se pregunta muy frecuentemente en todas las oposiciones.




    El principio de legalidad nos recuerda que hay leyes para regular casi todos los aspectos de la vida social y otras materias están reguladas en normas subordinadas a las leyes. Sin embargo, este principio dice también que hay materias que sólo podrán ser reguladas por ley y que no serán válidas regulaciones que se hagan con rango inferior al de ley.




    La jerarquía normativa es consecuencia de la existencia de tantas normas y de tantos tipos diferentes de normas: debe establecerse un sistema por el que sepamos cuáles son las más importantes y cuáles “mandan” sobre otras. Una ley superior prevalece sobre una ley inferior. El esquema clásico de esta idea es la llamada pirámide normativa (o pirámide de Kelsen).
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    Representar la CE dentro de la propia pirámide o sobre la cúspide es una cuestión de gustos: en todo caso debe quedarnos claro que se encuentra encima de todas las demás normas. Actualmente, hay quien dice que ciertos tratados internacionales o incluso a los tratados de la Unión Europea deberían colocarse por encima de la CE. Sin embargo, debe tenerse en cuenta una cuestión: España ha firmado esos pactos o ha cedido ciertas competencias a determinados organismos internacionales porque la CE lo permite y se ha hecho según las reglas que la propia CE establece; incluso existe la posibilidad de abandonar esos tratados e instituciones internacionales, si así se decide en ejercicio de la soberanía nacional.




    A continuación vamos a seguir el mismo esquema que el expuesto en la pirámide normativa e iremos pasando por cada escalón desde las posiciones superiores a las inferiores. Muchos de los conceptos que vamos a ver ahora pueden sonar a chino: que nadie se asuste que todos serán explicados.




    • Rango de ley: en primer lugar, tenemos un amplio grupo de normas, todas ellas con el mismo rango jerárquico entre sí. Un error frecuente es creer que las leyes orgánicas son más importantes que las leyes ordinarias y que, por tanto, mandan sobre ellas: no es así. Nuestro Tribunal Constitucional (TC) ha dejado claro que entre ellas existe reparto de competencias, no jerarquía. Ambos tipos de ley tienen el mismo rango entre sí, pero diferentes sistemas para su aprobación, como veremos. En este nivel de la pirámide encontramos las leyes orgánicas, las leyes ordinarias, las disposiciones normativas del Gobierno con rango de ley y los tratados internacionales.




    • Ley Orgánica: aprobadas por las Cortes Generales, el último voto sobre el texto final corresponde al Congreso por mayoría absoluta. Se consideran también leyes orgánicas las leyes de transferencia, los estatutos de autonomía y algunas normas dictadas por organismos internacionales a los que se ha cedido la competencia.




    • Ley Ordinaria: aprobadas por las Cortes Generales con el voto de la mayoría simple del Congreso sobre el texto final. Tenemos aquí las leyes de bases, leyes marco, leyes de armonización, los tratados internacionales y la mayoría de las normas de organismos internacionales. También pueden ser hechas por las Comunidades Autónomas (CCAA) para su territorio.




    • Disposiciones normativas del Gobierno con rango de ley: las leyes orgánicas y ordinarias son hechas y aprobadas por las Cortes Generales, pero también existe la posibilidad de que el Gobierno dicte normas que tendrán el mismo rango jerárquico que una ley. Aunque los veremos más en detalle al llegar a sus artículos correspondientes, se trata de:




    • Decreto Ley: para supuestos de “extraordinaria y urgente necesidad”.




    • Decreto Legislativo: cuando se le delegue expresamente al Gobierno la tarea de hacer una norma sobre una materia concreta.




    • Tratados internacionales: si bien los hemos nombrado varias veces antes, merece la pena hablar un poco más de ellos. En la práctica, son acuerdos y contratos que firman entre sí los Estados para regular cuestiones como el comercio entre ellos, normas para el tránsito de viajeros entre ellos, cooperación en la lucha contra el crimen… Son el resultado de un acuerdo voluntario, por lo que la regla básica suele ser la reciprocidad: un país reconoce al otro los mismos derechos que el otro le reconoce a él. Pueden tener reglas especiales para ser firmados pero, una vez que han sido válidamente firmados, son aplicables y deben ser obedecidos como si de una ley se tratara; para modificarlos o derogarlos12 deben seguirse las reglas de derecho internacional, no sólo las reglas de cada país.




    • Reglamentos: normas generales subordinadas a la ley y realizadas por aquellos órganos con competencia reglamentaria. Por su relación con la ley, pueden ser de tres tipos:




    • Praeter legem: significa que van por delante de la ley. Son aquellos reglamentos que se crean sobre una materia que no ha sido regulada por ley. Por eso se dice que van por delante, porque aún no ha llegado la ley a ese campo.




    • Secundum legem: que siguen a la ley. Son los que vienen a desarrollar, acompañar, detallar, especificar y concretar la ley. Son los más frecuentes.




    • Contra legem: que se oponen o contradicen la ley. Esta clasificación es meramente una idea, ya que no se admite la posibilidad de un reglamento que contradiga la ley. Hay quien justifica esta categoría diciendo que hay reglamentos que se aplican a casos excepcionales, como los establecidos para los estados de alarma, excepción y sitio, y que esos reglamentos contradicen las leyes habituales; es cierto, pero también lo es que sólo se aplicarán cuando haya entrado en vigor uno de esos estados anómalos, que se encuentran regulados a su vez por leyes que esos reglamentos están desarrollando, no contradiciendo.




    A su vez, los reglamentos pueden clasificarse jerárquicamente entre sí, de forma que algunos son más importantes que otros. Este es el orden, de mayor a menor rango, y siendo todos ellos subordinados a la ley13:




    • Real Decreto del Presidente del Gobierno.




    • Real Decreto del Consejo de Ministros: son elaborados y dictados por el Gobierno en pleno (en el Consejo de Ministros) en ejercicio de la potestad reglamentaria.




    • Acuerdo del Consejo de Ministros: otros acuerdos del Consejo de Ministros que no es preciso que tengan la forma de Real Decreto.




    • Acuerdo de las Comisiones Delegadas del Gobierno: las Comisiones Delegadas del Gobierno suelen ser creadas para tratar asuntos que sobrepasan a un Ministerio, pero que no se consideran tan importantes como para ser tratadas por el propio Consejo de Ministros.




    • Órdenes Ministeriales: se trata de una norma reglamentaria dictada por un Ministro en ejercicio de sus competencias.




    • Otras disposiciones de autoridades y órganos inferiores: son muchas las normas reglamentarias de rango inferior que existen. Podemos nombrar Resoluciones, Instrucciones, Decisiones…




    • Costumbre: usos y reglas de actuación que han venido desarrollándose de forma repetida durante largo tiempo, cuya existencia y aplicación resulta probada, no existe ley ni reglamento sobre esa materia y no contradicen ni la moral ni el orden público. Como ejemplos de costumbres tenemos el Tribunal de las Aguas de Valencia, el Tribunal de Hombres Buenos de Murcia, o el paso de los ganados trashumantes por las Cañadas Reales.




    • Principios Generales del Derecho: son ideas asumidas por nuestro Estado y que no están recogidas en ninguna ley ni reglamento pese a estar aceptados y extendidos (buena fe, libertad, justicia, equidad…)-




    • Jurisprudencia: la interpretación de las normas que realizan los jueces y magistrados al aplicarlas a un caso concreto. En sentido estricto, que es el que nos ocupa ahora, se trata de las sentencias del Tribunal Supremo (TS) y del Tribunal Constitucional (TC) en interpretación de las normas. El TS puede declarar que un reglamento es contrario a una ley y el TC puede declarar que una norma (ley o reglamento) es contraria a la CE. En ambos casos, la solución es la misma: toda norma que vaya contra otra de rango superior será declarada nula y desaparecerá de nuestro ordenamiento jurídico. Esta función parece darle un poder superior a la jurisprudencia del que corresponde por su posición en la jerarquía normativa, pero en realidad se debe a que está aplicando la propia jerarquía normativa.




    La publicidad de las normas exige que antes de que una norma pueda comenzar a aplicarse (entrar en vigor) tendrá que haber sido publicada en los diarios oficiales correspondientes (BOE; Diario Oficial autonómico, Boletín Oficial provincial, Diario Oficial de la Unión Europea). Para saber cuándo entra en vigor deberemos mirar, en primer lugar, lo que dice la propia norma: si establece que entra en vigor al día siguiente o el mismo día de su publicación o a los nueve meses, habrá que obedecerla. Pero, si no dice nada al respecto, la regla general es que entrará en vigor a los veinte días de su completa publicación. El plazo de tiempo que hay desde que una norma es publicada hasta que entra en vigor se denomina vacatio legis.




    Para entender la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales debemos entender antes qué es la retroactividad. Lo normal en el caso de toda norma es que se aplique desde su entrada en vigor en adelante. Sin embargo, cabe la posibilidad de aplicarla también a momentos anteriores en el tiempo a su entrada en vigor. Ese efecto se denomina retroactividad.




    Si una norma establece infracciones o sanciones que resulten más graves o restrictivas de derechos individuales que las que existen en un momento dado, no podrá aplicarse a tiempos anteriores a su entrada en vigor. Ese es el efecto de irretroactividad que establece la CE en su art. 9.3. Por el contrario, si establece infracciones, sanciones o restricciones de derechos más leves y lo dice expresamente, sí que podrá aplicarse a tiempos anteriores a su entrada en vigor.




    La seguridad jurídica nos remite a la garantía que tienen los ciudadanos de que se van a aplicar las leyes por igual cada vez que se esté en la misma situación.




    La responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos nos garantiza que habrá responsabilidades por la actividad de las administraciones y representantes públicos, así como que todos sus actos estarán basados en las leyes y demás normas aplicables, no siendo admitidas las actuaciones subjetivas y de favoritismos.




    TÍTULO I.


    DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES




    Artículo 10




    1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la Ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social.




    Estos principios nos sirven como punto de partida para comenzar a trazar las reglas en que se basará nuestra convivencia social. Son un mínimo a garantizar en todo caso.




    2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.




    España ha firmado, y sigue firmando, cientos de tratados internacionales sobre estas materias. Los organismos internacionales a los que España se ha unido constantemente están explicando el contenido de esos derechos, ampliándolos y protegiendo a las personas y los pueblos frente a los países, para que no se vulneren dichos derechos si se modifican las leyes. Como España ha firmado dichos tratados, debe cumplirlos.




    CAPÍTULO I.




    DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS




    Artículo 11




    1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la Ley.




    La nacionalidad es el vínculo que une a una persona física o jurídica con un país, y crea derechos y obligaciones para ambas partes. Nuestra CE no dice cómo se adquiere ni se pierde, sino que se remite a una ley para ello: el Código Civil.




    2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.




    Con este artículo nos queda claro que hay dos clases de españoles: los que lo son de origen y los que no. Además, nos indica que a los españoles de origen no se les podrá quitar la nacionalidad contra su voluntad, pero sí que pueden renunciar a ella: ese es el matiz de “ser privado”. A los españoles “no de origen” sí que se les podrá quitar la nacionalidad, conforme se establezca en las leyes.




    Fuera de este matiz no hay diferencia respecto a los derechos de los españoles según el modo de adquisición de su nacionalidad: como veremos en el art 14, somos iguales.




    La materia de la nacionalidad (adquisición, conservación y pérdida) está regulada en el Código Civil.




    3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen.




    La doble nacionalidad supone que una misma persona podrá tener ese vínculo con más de un Estado a la vez. Esta posibilidad se prevé en tratados internacionales que se basan en la idea del mutuo reconocimiento (reciprocidad).




    Además, y por razones históricas, la CE reconoce a los ciudadanos de los países nombrados que, aunque sus Estados no reconozcan a nuestros nacionales el mismo derecho, ellos podrán nacionalizarse españoles sin perder su nacionalidad de origen. Así, un cubano14 podría hacerse español sin perder su nacionalidad cubana, en lo que respecta a las normas españolas, aunque Cuba no permitiera a un español hacerse cubano sin dejar de ser español. En general, los países no democráticos no aceptan la doble nacionalidad.




    Artículo 12.




    Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.




    También es la edad penal, pero aún hay cosas que no se pueden hacer con 18 años. Por ejemplo, para adoptar se exige tener 25 años.




    Artículo 13.




    1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los Tratados y la Ley.




    Debe quedar claro que no tendrán los mismos derechos que los españoles: si tuvieran los mismos, este punto sobraría. Tendrán derechos y libertades, sí, pero no los mismos que un español. Por ejemplo, no tendrán derecho a votar en las elecciones nacionales.




    2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por Tratado o Ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.




    Sólo los españoles tendrán (art. 23):




    • Derecho de participación ciudadana.




    • Derecho a voto.




    Salvo que en una ley o en tratados internacionales se establezca otra cosa respecto al derecho de sufragio activo (votar) y pasivo (ser votado, presentarse a las elecciones) en las elecciones municipales.




    La introducción de las dos palabras “y pasivo” fue necesaria para que España pudiera firmar el Tratado de Maastricht (o Tratado de la Unión Europea): fue la primera reforma que se hizo a nuestra Constitución, en 1992. Actualmente, en España, los ciudadanos de la UE pueden votar y presentarse a las elecciones municipales, y ser concejales e incluso alcaldes, sin ser españoles. Pueden también convertirse en empleados públicos, incluso en funcionarios de carrera (salvo aquellos casos en que se exige que sean españoles).




    3. La extradición solo se concederá en cumplimiento de un Tratado o de la Ley, atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.




    La extradición es el mecanismo legal a través del cual los países consiguen perseguir a los (presuntos) delincuentes cuando salen de sus fronteras y entran en el territorio de otro país. Llamamos extradición activa al mecanismo por el cual un primer país pide a un segundo país que le envíe a un (presunto) delincuente que se encuentra en el territorio del segundo país. Llamamos extradición pasiva al sistema por el cual un primer país recibe de un segundo país la petición de enviarle un (presunto) delincuente que se encuentra en el territorio del primer país. Quien pide que se lo envíen, extradición activa. Quien recibe esa petición, extradición pasiva.




    La extradición, como casi todo en las relaciones internacionales, se basa en tratados internacionales y éstos, a su vez, se basan en un principio básico: la reciprocidad. Recordamos que la reciprocidad consiste en que un país reconocerá a otro las mismas situaciones y derechos que ese otro le reconozca a él. Tanto me das, tanto te doy: simple, fácil y efectivo.




    España es una democracia, pero no todos los países lo son y hay algunos (especialmente dictaduras) que consideran un delito tener criterios y opiniones políticas contrarias a las mantenidas por el régimen político oficial. España no concede la extradición cuando la petición se fundamenta en ese tipo de delitos, que se conocen como delitos políticos. Sin embargo, muchos grupos terroristas tratan de legitimarse y justificarse diciendo que persiguen ciertos fines políticos. Si bien no se concedería la extradición por delitos políticos y de opinión, sí que se concederá por actos de terrorismo, sin importar la “excusa” que pongan para cometerlos. Un terrorista es un terrorista y sus supuestas razones no justifican en ningún caso la comisión de otros delitos.




    4. La Ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España.




    Debemos hablar de dos situaciones muy relacionadas con la nacionalidad:




    • Destierro: se trata de una sanción por la cual un país expulsa de su territorio a uno de sus nacionales. En España no existe este castigo, pero otros países lo mantienen.




    • Apátrida: persona sin patria. Implica la sanción por la cual a una persona se le quita su nacionalidad sin que haya adquirido otra distinta, con lo que queda sin que ningún país la reconozca como nacional suyo.




    A fin de proteger a las personas en esas situaciones de desamparo, se han firmado internacionalmente tratados para la concesión del derecho de asilo, que consiste en que un país protege a una persona pese a que no sea uno de sus nacionales. Suele concederse en casos en que la persona se encuentra perseguida en su país, como sucede, por ejemplo, en situaciones de persecución a mujeres por ser infieles a sus maridos, persecución a homosexuales, racismo y persecuciones étnicas…




    CAPÍTULO II.




    DERECHOS Y LIBERTADES




    Artículo 14




    Los españoles son iguales ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.




    Este principio básico se aplica a los nacionales españoles, sea de origen o no. No podemos pretender aplicar esta idea más allá de nuestras fronteras, ya que no todos los países la reconocen.




    Seamos realistas: existen situaciones de desigualdad porque no todos somos realmente iguales, y un claro ejemplo es la discapacidad. A fin de compensar estas diferencias, se crean medidas que favorecen a las personas con mayores dificultades, tratando así de compensarlas: se trata de la discriminación positiva. Esta compensación buscar crear una igualdad real y no meramente formal, con equidad, igualdad de oportunidades.




    En realidad, igualdad es tratar igual a los que son iguales. Pero tratar igual a los que tienen situaciones de desigualdad no es igualdad, así que ese concepto de equidad e igualdad de oportunidades es el que debe regir en este punto.




    SECCIÓN I.




    DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS




    Artículo 15




    Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las Leyes penales militares para tiempos de guerra.




    La vida y la integridad se protegen en España incluso contra la voluntad de su titular. De hecho, no cabe la posibilidad de autorizar a alguien para dañar de forma seria nuestra integridad, a menos que sea por razones médicas y por un profesional. Quien lo haga estará cometiendo un delito. Por eso es tan problemático encajar en nuestro ordenamiento jurídico asuntos tan espinosos como la eutanasia (actualmente es un delito).




    La protección que se da en este punto es muy alta, de forma que ni siquiera por parte de los tribunales cabe imponer castigos que impliquen trato degradante y, mucho menos, torturas.




    La última frase del párrafo nos recuerda que en España no cabe que nadie sea castigado a morir por parte de un tribunal. Y, si bien en la Constitución queda abierta la posibilidad de que las leyes penales militares pudieran establecer la pena de muerte como castigo en tiempo de guerra, en realidad el Código Penal Militar vigente no la admite. Además, España ha firmado muchos tratados internacionales rechazando tanto la pena de muerte como las torturas y otros tratos inhumanos a detenidos y presos, con lo que no cabe esa posibilidad en España.




    Artículo 16




    1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la Ley.




    Como democracia que es, España reconoce y protege la libertad que tienen las personas de tener la ideología (ideas políticas: izquierdas, derechas, centros, nacionalismos…), religión (creencias: católico, protestante, budista, musulmán, judío…) y culto (creencias con rituales: santería, vudú…) que quieran. El único límite es el propio orden público establecido por las leyes. Es decir, que en ningún caso se va a poder usar ideologías, religiones ni creencias para tratar de justificar ilegalidades.




    Como ejemplo llamativo, en España es una religión aceptada el satanismo, pero eso no permite a sus practicantes realizar sacrificios humanos.




    2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.




    Ni siquiera un juez puede obligarnos a responder preguntas sobre estos temas. Si decidimos contestar, es porque libremente queremos hacerlo. Y no cabe la posibilidad de establecer ningún tipo de consecuencia negativa en caso de que no queramos contestar.




    3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.




    No existe en España ninguna religión ni creencia “oficial” del Estado: somos un estado aconfesional. Cuestión diferente es que, debido a que un alto porcentaje de población sí que profesa alguna religión, el Estado firma acuerdos de colaboración con los representantes de esas confesiones religiosas.




    La mención expresa a la Iglesia Católica se debe a la realidad social e histórica que mantiene y ha mantenido la Iglesia Católica con un alto porcentaje de la población española; además, se trata de la única en que no hay posible confusión respecto a quiénes son sus legítimos representantes.




    Artículo 17




    1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la Ley.




    La libertad es un derecho fundamental, por lo que la detención y la entrada en prisión, en tanto que privaciones de un derecho fundamental, son cuestiones muy serias e importantes. Por eso se hace necesaria la existencia de un procedimiento para detener a las personas, ya que el procedimiento es garantía. Toda detención que no sea realizada conforme al procedimiento y con las garantías legalmente establecidas será un delito.




    2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.




    La detención preventiva (o simplemente detención) no puede durar más que el tiempo mínimo indispensable, de forma que, si se esclarece la no implicación de una persona en los hechos por los que se la detuvo, debe ser inmediatamente liberada, sin esperar plazo alguno; en todo caso, ese plazo no podrá exceder de 72 horas. ¡Ojo!, que no hablamos de tres días, sino de horas, porque lo contamos así para garantizar mejor los derechos del detenido. En ese tiempo, el detenido ha de ser puesto en libertad o a disposición judicial: cualquier otra alternativa es ilegal. Luego veremos lo que puede llegar a acordar el juez competente.




    Existen ciertos supuestos especiales respecto a esas 72 horas máximas:




    • Para los delitos de terrorismo, se puede ampliar en 48 horas más, pero de forma motivada y sólo si un juez así lo decide.




    • De haberse declarado los estados de excepción o sitio y haberse así especificado al declararlos, ese plazo de 72 horas puede pasar a ser de hasta 10 días.




    • En el caso de los menores, su detención preventiva nunca podrá exceder de 24 horas.




    3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la Ley establezca.




    Decíamos que detener a una persona es un asunto muy serio. Tanto que al detenido se le reconocen ciertos derechos fundamentales15:




    • Derecho a ser informado de forma clara y comprensible de sus derechos y de los motivos por los que se le detiene: eso supone dos situaciones diferentes:




    • El problema de cómo detener a alguien que habla otro idioma: en tal caso se le detiene con normalidad y en dependencias policiales se le facilitará un intérprete.




    • Las lenguas cooficiales y las policías autonómicas plantean el problema de qué debe primar, si la normativa lingüística de un territorio (la CCAA) o los derechos lingüísticos de un funcionario (el agente que realiza la detención) o los de la persona que está siendo detenida. Nuestra Constitución es muy clara en este sentido al decir “y de modo que le sea comprensible”, por lo que, en caso de conflicto entre los derechos lingüísticos de un agente o cuerpo policial autonómico y de un detenido, prevalecerán los del detenido.




    • Derecho a no ser obligado a declarar: puede guardar silencio y su silencio no podrá ser interpretado de ningún modo, ya que es silencio y no una respuesta que alguien pretende entender.




    • Derecho a ser asistido por abogado en las diligencias policiales y judiciales; sin embargo, un contrasentido de nuestra legislación es que no puede entrevistarse con su abogado hasta después de la primera declaración ante la policía16. No obstante, puede guardar silencio en esa primera declaración y esperar hasta hablar con su abogado para decidir cuál será su mejor vía de defensa.




    De no respetarse estas reglas, estaríamos ante una detención ilegal.




    4. La Ley regulará un procedimiento de habeas corpus para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por la Ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional.




    El procedimiento llamado habeas corpus se basa en rapidez y agilidad, ya que el tiempo máximo para resolverse es de 24 horas. Este procedimiento busca la inmediata puesta a disposición judicial de la persona que cree que ha sido ilegalmente detenida; para ello, oído su testimonio, así como el de quien lo detuvo (ej.: el agente de policía) y el de quien está a cargo del lugar donde se encuentra detenido (ej.: el oficial al cargo de la comisaría), el juez toma una decisión. El juez puede decidir que sea puesto inmediatamente en libertad (con o sin cargos), que pase a disposición del juez competente para decidir qué hacer con él (si no fuera él mismo) o incluso abrir una investigación por la detención ilegal o los abusos que se hubieran podido cometer.




    El juez competente para el habeas corpus siempre17 es el Juez de Instrucción del lugar donde está detenido y puede ordenar que lleven al detenido ante su presencia o acudir personalmente al lugar donde está el detenido.




    Este procedimiento puede ser solicitado por el detenido, su abogado, sus familiares en primer grado, el Defensor del Pueblo, el Ministerio Fiscal o el propio juez.




    El juez competente para conocer la causa podrá hacer que las personas detenidas, en determinados supuestos y con ciertos requisitos y límites, entren en prisión provisional, es decir, sin que haya habido juicio, con lo que debe ser un supuesto muy excepcional y legalmente justificado. En todo caso, y como máximo, llegará a dos años, que pueden ser prorrogados hasta otros dos años más. Pero tanto la orden de prisión provisional como la prórroga deben ser expresas. Si se agota el tiempo que la ley permite para estar, en ese caso concreto, en prisión provisional, deberá ser inmediatamente puesto en libertad, a la espera que se llegue a celebrar el juicio correspondiente.




    Si resultaran condenados, el tiempo pasado en prisión provisional se les descontará del tiempo de condena y, si no lo fueran, podrían llegar a solicitar una indemnización (con pocas probabilidades de éxito, salvo malas prácticas por parte del juez del caso).




    Artículo 18




    1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.




    El honor es una medida de la autoestima: cómo queremos ser tratados por parte de otras personas; esto es, con respeto, consideración, educación… Se trata de un concepto muy subjetivo y cada uno traza los límites de su propio honor y a quién permite decirle qué cosas y a quién no.




    La intimidad es aquello que queremos tener reservado, alejado del público conocimiento, y abarca nuestra vida personal y familiar, en todas sus manifestaciones. Cada uno decide qué quiere que se sepa de su vida. Evidentemente, está el problema de la “prensa rosa”, pero en la mayoría de casos se trata de datos que los interesados han divulgado voluntariamente, a cambio de ciertas sumas de dinero. Por eso, cuando ciertos supuestos periodistas han invadido la intimidad de un famoso han tenido que indemnizarle.




    Y algo parecido se puede decir respecto a la propia imagen: es de cada uno, y cada uno decide si quiere “venderla”.




    La colisión entre estos derechos y la libertad de prensa o el derecho a informar es un tema muy complejo.




    2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en el sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.




    Al hablar de domicilio debemos distinguir dos sentidos:




    • Domicilio administrativo: el lugar en el que estás empadronado, donde se supone que vives.




    • Domicilio constitucional: es bastante más amplio, ya que incluye todo espacio cerrado apto para el desarrollo de la intimidad, ya sea un apartamento que nos han dejado para pasar unos días o la habitación de un hotel. Éste es el que nos interesa, puesto que el domicilio se protege en tanto sede de la intimidad de la persona, ya sea natural o jurídica.




    Para poder entrar en el domicilio de una persona debe cumplirse, al menos, uno de estos supuestos:




    • Consentimiento del titular: en un domicilio entra todo aquel a quien su titular permita entrar, y se puede cambiar de opinión. De forma que sólo se puede estar en un domicilio ajeno mientras haya consentimiento de su titular; cuando no lo permita, habrá que salir.




    • Resolución judicial: un juez, a través del procedimiento y con las debidas garantías legalmente establecidas, puede ordenar la entrada en un domicilio, justificadamente y con presencia del titular o quien legalmente le represente.




    • Flagrante delito: un delito flagrante es el que se está cometiendo en ese mismo momento. En caso de que se esté cometiendo un delito en ese mismo instante, no hay que esperar orden judicial para poder entrar. Sería absurdo que viéramos, a través de una ventana que da a la calle, cómo se está matando a alguien en una casa y que no se pudiera hacer nada hasta que un juez ordenara la entrada: sería tarde para cuando llegara tal autorización judicial.




    3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial.




    En 1978, cuando se hizo la Constitución, no existía la telefonía móvil, ni correo electrónico, chat, videoconferencias ni nada similar. Sin embargo, su finalidad es la misma que los medios nombrados en este punto: comunicar. Por tanto, los sistemas de comunicación informática se encuentran también protegidos pese a no estar expresamente nombrados.




    4. La Ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.




    Ya entonces se veía que los ordenadores podían llegar a ser un riesgo para la intimidad de los ciudadanosy se recogió esta previsión. Pese a no nombrarlo expresamente la Constitución, y debido a que se trata de un derecho fundamental, esa ley que se menciona deberá ser ley orgánica.




    Artículo 19




    Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.




    Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la Ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.




    Los españoles no necesitamos pedir permiso para vivir en una u otra ciudad del territorio nacional ni para viajar por él. Otra cosa será mudarnos al extranjero, puesto que para poder mantener ciertos derechos (como el de voto), debemos comunicar (que no pedir permiso) nuestra nueva residencia. Actualmente, y debido a la entrada en la Unión Europea, este derecho se ve ampliado al territorio de toda la Unión18. Para salir fuera del territorio de la UE se necesita pasaporte más la documentación que el país de destino exija para poder entrar (visados, permisos especiales, acreditar lugar de residencia durante la estancia…).




    Los españoles, en lo que a España respecta, pueden entrar y salir libremente del territorio nacional, conforme a los términos que la ley disponga. Y lo importante es que este derecho no va a poder ser limitado debido a motivos político-ideológicos, ya que somos una democracia (eso sí que pasa en dictaduras). Cosa distinta será que un juez ordene la retirada del pasaporte de una persona y le prohíba salir de España; eso sucederá en el marco de un procedimiento judicial, y no por sus ideas.




    Artículo 20




    1. Se reconocen y protegen los derechos:




    a. A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.




    Podemos pensar lo que queramos y podemos exteriorizar y comunicar nuestro pensamiento en conferencias, artículos, blogs u otros medios de difusión…




    b. A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.




    Somos libres también para escribir artículos y libros del tema que queramos. Basta con tener una buena idea y que alguien la compre.




    c. A la libertad de cátedra.




    Implica el derecho fundamental de los profesores de dar sus clases del modo que entiendan mejor y más adecuado (aquel dicho de “cada maestrillo tiene su librillo”). Mientras se respeten los programas oficiales que pudiera haber, así como el ideario del centro docente (cuando proceda) y los derechos de las personas, se puede dar clase del modo que se considere. Hay profesores que comentan la actualidad y la relacionan con el tema que toca explicar; otros hacen charlas participativas; otros leen el tema…
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